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TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ
BOLETÍN  004 DE  10 DE MAYO DE 2010
	1. PROVIDENCIAS DE INTERÉS DE ESTA CORPORACIÓN




1.1 Sala civil
1.1.1
ACCIÓN POPULAR: Espacio público no se quebranta por el uso común de las bahías como zona de estacionamiento.

 “3.1. La utilización de bahías como zonas de estacionamiento.
3.1.1. Liminarmente, destaca la Sala que, para la fecha en que la sociedad demandada fue puesta a derecho en el presente trámite, ya estaba vigente el Acuerdo 294 de 4 de diciembre de 2007 mediante el cual el Concejo de Bogotá, D.C., autorizó en su artículo 1º, “… el estacionamiento transitorio de vehículos en las bahías construidas en el Distrito Capital, en concordancia con el artículo 2 de la Ley 769 de 2002”, norma que no riñe con la regla que prohíbe el parqueo de vehículos en las conocidas “bahías de estacionamiento”, contenida en el artículo 196 del Decreto 190 de 22 de junio de 2004 proferido por el Alcalde Mayor de Bogotá, D.C.
, que compiló los Decretos 619 de 2000
 y 469 de 2003
, que es del siguiente tenor:

“Artículo 196. Prohibición de estacionamientos:
1. Está prohibido el estacionamiento de vehículos en los siguientes espacios públicos:

a. En calzadas paralelas.

b. En zonas de control ambiental.

c. En antejardines.

d. En andenes.

2. Están prohibidas las bahías de estacionamiento público anexas a cualquier tipo de vía 
.
3. Se prohíbe el estacionamiento sobre calzada en las vías del Plan Vial Arterial” (hace notar la Sala).

La complementariedad entre estas normas ha sido, inclusive, criterio de interpretación aplicado por el Departamento Administrativo Defensoría del Espacio Público, según se evidencia en la comunicación # 110-OAJ/Oficio 2008EE4130 del 21 de abril de 2008, mediante la cual dicha entidad absolvió la petición realizada por la actora popular sobre las bahías de estacionamiento, a propósito del presente trámite (fls. 111 a 114, C. 1), aportada por la Secretaría de Movilidad, en la cual el organismo concluye:
“Analizadas las dos normas jurídicas referidas anteriormente: POT de Bogotá (artículo 196) y Acuerdo 294 de 2007, se evidencia que las mismas son compatibles, la primera establece la prohibición de contruir nuevas bahías de estacionamiento y la segunda habilita la utilización de las bahías existentes en la ciudad” (fls. 113 y 114, C. 1, énfasis de la Sala, la bastardilla resalta el original).

Esta interpretación, además de que le fue expuesta por una de las entidades intervinientes a la actora popular a propósito del presente caso, es coincidente con otras, provenientes del Distrito Capital
, ergo, puede decirse que es un criterio oficial de interpretación por vía de doctrina (C. C., artículo 26, inciso 1º), lo que, si bien no es vinculante para esta Corporación, pues no es doctrina probable ni jurisprudencia que constituya hermenéutica auténtica – y aunque lo fuese no sería inmutable
 – permite evidenciar cuál es el estado de legalidad en el que los particulares confían, a propósito de las bahías de estacionamiento, concepto que no es, per se, violatorio del derecho colectivo al goce del espacio público, previsto en el literal d) del artículo 4 de la Ley 472 de 1998.

3.1.2. Este argumento encuentra soporte además en que la Corte Constitucional, al hacer el juicio abstracto de constitucionalidad respecto de la definición contenida en el artículo 2 de la Ley 769 de 2002, actual Código Nacional de Tránsito Terrestre, según la cual la “bahía de estacionamiento” es “parte complementaria de la estructura de la vía utilizada como zona de transición entre la calzada y el andén, destinada al estacionamiento de vehículos”, consideró que ésta se ajusta a la Carta en cuanto a los cargos analizados en esa oportunidad, y a propósito, puntualizó:

“… la previsión abstracta de una destinación de uso común, en lugar de otra, entre diversas posibilidades, no altera el elemento esencial del espacio público ni altera, por tanto, la integridad del mismo. Dicha alteración se produciría, en cambio, si el Estado por conducto de sus autoridades eliminara el espacio público y diera lugar a espacios privados en una medida no razonable o desproporcionada, sin tener en cuenta las necesidades e intereses de la comunidad. Por esta razón, al disponer el aparte demandado en forma abstracta y para efectos de la regulación del tránsito terrestre que una porción del territorio aneja a una vía pública se destine al estacionamiento de vehículos, por todas las personas, no vulnera el deber del Estado de proteger el espacio público, establecido en el Art. 82 de la Constitución”
 (énfasis con subrayado).

Luego, es claro, la utilización de las bahías de estacionamiento, como la que ahora concita la atención de la Sala, no constituye en sí misma una vulneración del derecho colectivo alegado por la actora popular.”

VULNERACIÓN DEL ESPACIO PÚBLICO. Nexo de causalidad entre comportamiento del demandado  y violación del espacio público.

 “3.2. La responsabilidad endilgada a Carulla Vivero S.A.
3.2.1. La actora popular acusó a la sociedad demandada de usar el espacio público para fines particulares y sugirió, sin enfilar responsabilidad alguna, según se lee claramente de los fundamentos de hecho intitulados segundo a cuarto, expuestos en la demanda (fls. 13 y 14, C. 1), que el andén fue modificado para efectos de utilizar el espacio público que comprende la zona, sin embargo, no demostró, por un lado, que Carulla Vivero S.A. emplea esa zona, y por otro, que fue ésta quien construyó efectivamente la bahía de estacionamiento denunciada, ni menos que lo haya hecho sin autorización legal,”
BARRERAS ARQUITECTÓNICAS. El juez en la sentencia proferida en acción popular no puede adoptar medidas que a la postre se conviertan en una barrera arquitectónica que menoscabe   la accesibilidad a personas con movilidad reducida. 
“3.2.3. Finalmente, es relevante precisar que la orden impartida por el Juez a quo en la sentencia recurrida, en el sentido de que debían retirarse “las rampas utilizadas para los carros de mercado” no resiste el menor análisis, pues, sin más, deduce que el único fin de la existencia de estos aditamentos en la construcción es transportar la mercadería, pero no esbozó siquiera que permite de hecho la accesibilidad al sitio a personas con movilidad física reducida; mandato que resulta violatorio de la Ley 361 de 1997, adicionada en este punto específico por la Ley 1287 de 2009 y desarrollada para el Distrito Capital por el capítulo IV del Decreto 470 de 2007, mediante el cual el Alcalde Mayor adoptó la política pública a favor de las personas que se encuentren en estas condiciones, quienes además son sujetos de especial protección constitucional, según los artículos 13 in fine y 47 superiores, y según las normas del derecho internacional de los derechos humanos que deben servir como referente de protección
, de acuerdo al artículo 93, inciso 2º ibídem.”
FUENTE NORMATIVA

: LEY 9 DE 1989,  ARTÍCULO 5º 





: LEY 361 DE 1997, 





: LEY 472 DE 1998


 





: LEY 769 DE 2002 





: LEY 1287 DE 2009 





: DECRETO 1504 DE 1998,  ARTÍCULOS 2, 3 Y 5.





: DECRETO DISTRITAL 619 DE 2000 





: DECRETO DISTRITAL 469 DE 2003




: DECRETO DISTRITAL 190 DE 2004 




: DECRETO DISTRITAL 319 DE 15 DE 2006 ARTÍCULO 47




: DECRETO DISTRITAL 470 DE 2007,  CAPÍTULO IV 
: ARTÍCULO 28 DEL C.C.

: ARTÍCULO 177 DEL C.P.C.

: ARTÍCULO 306 DEL C.P.C. 
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Para examinar el texto completo del documento abrir el anexo denominado 11001310300620070040001
1.1.2
REFORMA DE LA DEMANDA. Oportunidad para realizarla depende de si las excepciones previas que se hayan presentado requieren o no practica de pruebas. 

“1. Es claro que Unimar reformó la demanda por fuera de la oportunidad prevista al efecto en el inciso 1º del numeral 1º del artículo 89 del C. de P. C., por las siguientes razones:

1.1. En cuanto a la facultad de reformar la demanda, tiénese claro que sólo puede ejercerse en una oportunidad procesal, luego de haber notificado a todos los demandados y – en procesos como el del caso de la especie – si uno de éstos ha formulado excepciones previas, “antes de resolver sobre las… que no requieran práctica de pruebas, o antes de la notificación del auto que las decrete” (énfasis con subrayado), conforme lo dispone el precepto citado, limitaciones que, según la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, “… se justifican, puesto que no es equitativo y leal que el demandado quede expuesto a que el demandante modifique indefinida y sucesivamente su demanda” 
.
Para la Sala, una interpretación gramatical y sistemática permite inferir que el legislador diferenció dos hipótesis, por un lado, en cuanto a las excepciones previas que no requieren la práctica de pruebas, por el otro, las que si requieran desplegar actividad probatoria; en aquélla, el demandante puede reformar “... hasta antes de que se resuelvan las excepciones previas...” 
, mientras que en ésta, cuestión claramente diferenciada por el legislador, la oportunidad va hasta antes de que se notifique el auto que abre a pruebas
.

1.2. Esta interpretación no sólo es gramatical, aunque la claridad del legislador vernáculo permite la suficiencia de ésta (C.C., art. 27), sino también sistemática, pues, en primer lugar, la norma claramente distingue entre “resolver”, que, en lo pertinente, significa “tomar determinación fija y decisiva”, “desatar una dificultad o dar solución a una duda”, “hallar la solución de un problema”, “decidirse a decir o hacer algo” 4; mientras que “notificar”, representa “dar extrajudicialmente, con propósito cierto, noticia de algo”, “comunicar formalmente a su destinatario una resolución administrativa o judicial” 
, por manera que, siendo las formas, como en efecto lo son, instrumentales, es inadmisible sostener que la notificación es presupuesto de existencia de una resolución judicial.

En segundo lugar, una lectura armoniosa de las normas contenidas en los artículos 4, 6, 98, 99, 107, 108 y 313 del C. de P. C., porque es claro que el legislador, a través de la regulación de procedimientos, en la cual tiene libertad de configuración normativa, mediante disposiciones de orden público previó que del escrito de excepciones previas se corra traslado a la contraparte, lo que en efecto ocurrió en el caso de ahora, y fue descorrido por la ahora recurrente (fls. 6 y 7, C. 3), oportunidad en la cual las partes pueden subsanar los defectos de que adolece el libelo genitor, y en caso de que así no obren, el Juez “declarará probada la excepción” (ibídem, numeral 5º del artículo 99).

Tan es así que, se itera, a riesgo de fatigar, salvo en caso de que se requiera practicar pruebas, la resolución sobre las consabidas excepciones dilatorias debe acontecer “vencido el traslado”, pues fenecido éste, como oportunidad para que la contraparte se pronuncie, el expediente debe ingresar al despacho para decisión, luego de lo cual, en el ínterin, nada interrumpe el proceso de adopción de la decisión judicial, ni siquiera la muerte de o enfermedad grave del representante o curador ad litem que actúe en el proceso directamente (numeral 4º del artículo 168 ejúsdem).”
CONFLICTO EN LA VIGENCIA DE LAS LEYES.
 “2.1. Para la Sala, la discusión de si para la época de los hechos en que se fundan las pretensiones principal de nulidad absoluta y subsidiarias de fraude “pauliano”, simulación y rescisión de la “convención de ejecución y liquidación de contratos celebrados entre la Compañía de Inversiones de la Flota Mercante S.A. y la Federación Nacional de Cafeteros de Colombia”, acontecida en junio de 2001 entre Fiduagraria S.A., como liquidadora de la Compañía de Inversiones de la Flota Mercante S.A.
 – en liquidación obligatoria –, y la Federación Nacional de Cafeteros de Colombia, estaba o no vigente el artículo 167 de la Ley 222 de 1995, que en su inciso 2º establecía que las acciones contra el liquidador se adelantarían ante la jurisdicción ordinaria
, es irrelevante; pues antes de la derogatoria expresa del título II de la ley citada por parte de la Ley 1116 de 2006, ya la Ley 1107 del mismo año, que, al modificar el artículo 82 del Código Contencioso Administrativo radicó la competencia de los asuntos que involucren a sociedades como Fiduagraria S.A. en la jurisdicción de lo contencioso administrativo
, se hallaba vigente, conforme a lo previsto en el artículo 4 de la Ley 1107 referida.

En efecto, el artículo 4 de la Ley 1107 de 2006 prevé que “tiene vigencia a partir de su promulgación”, lo que se perfeccionó mediante el Diario Oficial # 46.494 de 27 de diciembre de 2006
, ergo, debe entenderse que, para este caso, el legislador hizo uso de la excepción prevista en el numeral 1º del artículo 53 de la Ley 4 de 1913
; mientras que la Ley 1116 de 2006, en cuanto derogó el título II de la Ley 222 de 1995 (donde se halla el artículo 167 que invoca el gestor judicial de los actores), difirió su vigencia a seis (6) meses, contados a partir de su promulgación, según su artículo 126
, luego, si bien ambas normas fueron promulgadas en el mismo periódico estatal, lo cierto es que la Ley 1107 de 2006 comenzó a regir aún antes de la Ley 1116 de 2006.

2.2. Con todo, y de ahí lo irrelevante de la discusión sobre el punto que antecede, la demanda fue presentada el 27 de junio de 2008 (fl. 99. C. 1-1), en vigencia de ambas normas, por lo que, atendida la naturaleza jurídica de uno de los demandados, Fiduagraria S.A., según informa su certificado de existencia y representación (fl. 12, C. 1-1), en aplicación de la regla contenida en el artículo 40 de la Ley 153 de 1887 para solución de conflictos en la vigencia de las leyes, según la cual “las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir. Pero los términos que hubieren empezado a correr, y las actuaciones y diligencias que ya estuvieren iniciadas, se regirán por la ley vigente al tiempo de su iniciación” (se subraya)
, para el instante en que se radicó el libelo genitor, ya la competencia era ajena a la jurisdicción ordinaria.”
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RADICACIÓN 


: 11001310301920080036901
Para examinar el texto completo del documento abrir el anexo denominado 11001310301920080036901
1.2 Sala de familia


1.2.1
DERECHO A LA PERSONALIDAD JURÍDICA. IDENTIDAD PERSONAL. Cambio de nombre procede por una sola vez.

 “…la solicitante pretende cambiar sus apellidos “USECHE CALVO” por  “DE LAGUNA”, puesto que figura como RUTH USECHE CALVO y pretende que solamente quede “RUTH DE LAGUNA”, argumentando que se debe respetar  la libertad religiosa, por cuanto así lo dispone la Biblia, y considera que el apellido del cónyuge “es una identidad de pertenencia”, de igual manera argumenta que el libre desarrollo de la personalidad debe respetarse, dado que la solicitante es casada y desde ese momento “quiere llamarse conforme al cambio de su estado civil” 

Es preciso destacar, como aspecto relevante, que la aquí demandante modificó su nombre inicial correspondiente a “ANGELA MABEL USECHE CALVO” por “RUTH USECHE CALVO”, “…por esta y única vez…” según reza en la Escritura Pública N° 2101 del dieciocho (18)de junio 2004  -  fl 4º  -, por tanto, es claro que la interesada ya hizo uso de la facultad, que puede ser ejercida  por una sola vez, para modificar su nombre, según lo previsto en el inciso 1° del art. 94 del Decreto 1260 de 1970; por tanto, no puede aspirar a una nueva modificación con base en ese precepto legal.” 

FUENTE NORMATIVA

: DECRETO 1260 DE 1970, ARTÍCULO 94 MODIFICADO 




  POR  EL ARTÍCULO 6 DEL DECRETO 999 DE 1988.

FECHA



: 2010-01-15

PONENTE


: Dr. IVAN ALFREDO FAJARDO BERNAL

DEMANDANTE

: RUTH USECHE CALVO 
PROCESO


: JURISDICCIÓN VOLUNTARIA





RADICACIÓN 


: 11001311000520080101701

Para examinar el texto completo del documento abrir el anexo denominado 11001311000520080101701

1.3 Sala Laboral

1.3.1
COMPATIBILIDAD ENTRE LA PENSIÓN DE JUBILACIÓN Y LA PENSIÓN DE VEJEZ  
“Para determinar si es dable la coexistencia de la pensión de jubilación otorgada con fundamento en la Ley 33 de 1985 con la de vejez prevista en el Decreto 758 de 1990, resulta forzoso determinar la diferenciación de pensiones por consideración exclusiva a la fuente que consagra el derecho, pero en especial, observar la naturaleza del derecho en conexión con el riesgo que ampara. 

Pues si bien es cierto que la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia en repetidos pronunciamientos ha reiterado la imposibilidad de disfrutar de dos pensiones por un mismo beneficiario, esta regla solamente se aplica en aquellas ocasiones en que así lo disponen expresamente las normas aplicables o éstas atienden al mismo seguro. 

Con la expedición de la Ley 33 de 1985 se dictaron disposiciones relacionadas con las prestaciones sociales para el sector público, regulando la pensión de jubilación o de vejez, pero exigiendo únicamente el acreditar veinte años como empleado oficial y que tenga la edad de 55 años, sin para ese momento se exigiera cotizaciones al ISS o una caja de previsión social. 

Mientras que el régimen regulado por el Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el Decreto 758 de la misma anualidad trata del reconocimiento de la pensión de vejez requiriendo una sumatoria de semanas de cotización al ISS en el sector privado, ya sea 1000 en cualquier tiempo o 500 dentro de los veinte años anteriores al cumplimiento de la edad (60 años). 

Frente a la confrontación de la pensión prevista en la Ley 33 de 1985 con la del Decreto 758 de 1990, es claro que tratan de pensiones con orígenes diferentes del capital o tiempo acumulado, pues mientras aquella trata del tiempo de servicio en el sector público ésta sólo exige las semanas de cotización al Instituto de Seguros Sociales son el sector privado. 

Si bien es cierto que se presenta un cubrimiento de la misma contingencia, no es dable ignorar que deviene de previsiones del trabajador como servidor público y como trabajador en el sector privado, es por ello que si se presenta una identidad subyacente del cubrimiento de la contingencia derivada de la vejez, se cobija por diferentes regímenes, que, a su vez, tiene génesis en tiempo diferente de trabajo, en esencia, en diferente erogación prestacional. 

Entonces, de cara a dos regímenes pensionales diferentes, uno sector público y, otro, sector privado, con dos fuentes laborales de derecho y una sola vejez por proteger, se concluye que si bien cubre el mismo riesgo no se presenta la unidad de causa situación que impide interpretar la unidad de prestación, por ello es compatible la pensión de jubilación reconocida al demandante al momento de acreditar los 55 años de edad y 20 años de servicio público (Ley 33 de 1985) con la vejez al momento de cumplir los 60 años de edad y mas de 1000 semanas de cotización (Decreto 758 de 1990).”    
PROHIBICIÓN CONSTITUCIONAL DE RECIBIR MÁS DE UNA ASIGNACIÓN PROVENIENTE DEL TESORO PÚBLICO. No se contraviene  cuando la empresa industrial de la cual se recibe una de las asignaciones a pesar de tener el carácter de Empresa Industrial y Comercial del Estado solo administra recursos provenientes de los aportes de empleadores y trabajadores y no patrimonio del Estado.
 “No se desconoce que el artículo 128 de la Carta Política dispone la prohibición de que “Nadie puede recibir más de una asignación proveniente del tesoro público o de empresas o instituciones en las que tenga parte mayoritaria el Estado, salvo en los casos expresamente determinados en la ley. (…)”, y que el Instituto de Seguros Sociales es una Empresa Industrial y Comercial del Estado adscrita al Ministerio de Protección Social, pero tampoco puede pasarse por alto que para efectos del reconocimiento de la pensión de jubilación en coexistencia con la de vejez, no constituye una empresa que maneje tesoro público en tanto las pensiones constituyen aportes del empleador o del trabajador, no patrimonio del Estado.
En igual sentido la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, ha estudiado: 

“(…) la filosofía del precepto constitucional que no permite la percepción de dos asignaciones del Tesoro Público o que provengan de empresas o de instituciones en que la participación estatal sea principal o mayoritaria, no es otra que la de impedir, por razones de moralidad y decoro administrativos, que los empleados oficiales puedan valerse de su influencia para obtener del Estado una remuneración diferente o adicional a la que perciben como sueldo, sea que tal asignación adicional revista el carácter de honorario, dieta o como quiera denominarse. Pero debe observarse que esa prohibición constitucional no puede extenderse a aquellos casos en los cuales no se vulnera esa norma, que tiende –se repite- a preservar la moral en el servicio público. (...) Puede decirse, entonces, que el I.S.S. se convirtió en un mero administrador de los dineros que aportaran asalariados y empleadores, con el compromiso de manejarlos; y por consiguiente no puede afirmarse que las pensiones que este otorgue provinieron del Tesoro Público. (...) Con base en todas las reflexiones que se han dejado expuestas, se tiene que en el sub-exámine, estamos en presencia de dos pensiones completamente diferentes, la que recibe el demandante de la Caja Nacional de Previsión Social y la que reclama ahora del Seguro Social, las que igualmente tienen un origen o concepto distinto, pues la una obedece a servicios prestados al Estado Colombiano y la que reclama del I.S.S. es por haber prestado servicios laborales a otra entidad, cotizando a dicho ente para el riesgo de vejez y los fondos con los que se pagan esas pensiones, son igualmente opuestos, todo lo cual hace que las dos pensiones sean compatibles”.

FUENTE NORMATIVA
: ARTÍCULO 128 C.N.




: LEY 33 DE 1985




: LEY 100 DE 1993, ARTÍCULO 36




: DECRETO 758 DE 1990
PONENTE
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RADICACIÓN      
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Para examinar el texto completo del documento abrir el anexo denominado 11001310500820090035501  
1.3.2
CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA. Oportunidad para realizarla  cuando la notificación se realiza por aviso.
 “En el caso de autos, procedió el Juzgado a enviar el aviso de notificación y mediante certificación de la empresa de correo certificado se informó al operador judicial que el mencionado aviso judicial de notificación, remitido en los términos del artículo 320 CPC, había sido entregado a su destinatario el día 25 de agosto de 2009 en la transversal 5 N 6 – 17 Zona Industrial Cazucá de esta ciudad. (folio 3). 

Por tanto, a partir de la finalización del día siguiente a la entrega de dicho aviso judicial, se entendía surtida la notificación al demandado ahora apelante; siendo entonces que,  de conformidad con lo previsto en el artículo 320 CPC y en el artículo 74 CPL, contaba la demandada con 10 días a partir de la finalización del día 26 de agosto de 2009 para presentar la contestación de la demanda ante el Juzgado. 

Sin embargo, de las diligencias obrantes en el expediente, no se establece que la accionada COLNOTEX S.A. hubiese observado dicho término procesal, dado que obra a folio 12 y ss.  escrito de contestación de la demanda presentada ante el Juzgado de conocimiento el día 11 de septiembre de 2009, esto es,  vencido el término legal establecido para contestar la demanda, razón por la cual, el A quo dio por no contestada la demanda así presentada, mediante auto del 16 de octubre de 2009, decisión que encuentra la Sala ajustada a derecho, de conformidad con la actuación de la demandada que fluye de las diligencias y trámites procesales obrantes en el proceso. 

No puede perderse de vista que los términos procesales son perentorios y de estricto cumplimiento, y que las normas en que se disponen los mismos son normas de orden público y por ende de obligatorio cumplimiento, tal como lo establecen los artículos 6 y 118 CPC, y no pueden ser desconocidos por las partes. 

Ahora bien, no es de recibo para la Sala el argumento presentado por el recurrente en el sentido de indicar que el A quo no tuvo en cuenta el término de tres días previsto en el artículo 320 CPC en relación con el evento en que el traslado deba surtirse con entrega de copias, pues dicho término no era de aplicación en el presente evento y aún de tenerlo en cuenta, no existe constancia de que en efecto, el apoderado de la demandada hubiese hecho uso del mismo para retirar alguna copia del Juzgado, para dar contestación a la demanda.  
[…]

Por tanto, en el presente evento, siendo que la notificación surtida lo era del auto admisorio de la demanda, no era menester retirar de la secretaría del Juzgado ninguna copia que diera lugar a extender el término para contestar  a otros tres días, como lo señala la norma en comento, puesto que de lo único que debía darse traslado era de la providencia que se notifica y de la demanda, y las mismas fueron entregadas en el mismo momento en que se entregó el aviso de notificación reglado por el artículo 320 CPC, tal como consta a folios 1 y 3 del expediente, por lo que, se reitera, no era procedente hacer uso del término de 3 días para retirar copias de la Secretaría del Juzgado, lo que lleva a concluir que a notificación se entendía surtida a partir del día siguiente al de la entrega del aviso  en el lugar de destino “
FUENTE NORMATIVA

: ARTÍCULO 6° DEL C.P.C.





: ARTÍCULO 118 DEL C.P.C.





: ARTÍCULO 315 DEL C.P.C.





: ARTÍCULO 320 DEL C.P.C.




: ARTÍCULO 74 DEL C.P.L.





: ARTÍCULO 145 DEL C.P.L.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTA
SALA PENAL
BOLETÍN  16 – MAYO 7/10  

1.- PROVIDENCIAS DE ESTA CORPORACIÓN

1.1.   M. P.  CASTRO CABALLERO FERNANDO ALBERTO- Rad. 11001-6000028-2006-00183-01 (04-03-10) LEGÍTIMA DEFENSA – Configuración – Valoración probatoria 

“Bajo este entendido, es menester recordar que el disparo efectuado por el indiciado tuvo ocurrencia cuando el asalto se había cometido y el acto desapoderador se iba a perfeccionar con la huida de los maleantes que se marchaban con el botín. Empero, es claro que la intervención de MARCO ANDRÉS PINEDA GÓMEZ no estaba dirigida a impedir que los atracadores huyeran del sitio con el dinero, sino, como él adujo, a evitar que el desenlace de los acontecimientos concluyera con un daño a su integridad personal o, finalmente, con su propia vida, frente a lo cual no se puede olvidar que la pistola que portaba VEGA TRIVIÑO estaba cargada y era apta para disparar.

“Lo anterior, no sólo encuentra apoyo en las manifestaciones de ANGÉLICA LUCÍA BUENO ULLOA y del indiciado, sino también en las reglas que dicta la experiencia común, pues nótese cómo la actividad desplegada por el procesado no se desarrolló antes ni durante el referido asalto a fin de repelerlo, mitigar su rigor o imposibilitar que sus ejecutores lograran su propósito, ya que se sabe que los realizadores de la mayoría de los atracos no ingresan disparando a los establecimientos comerciales ubicados en los barrios de la ciudad, sino tan sólo esgrimiendo las armas que portan, apuntándolas contra los presentes y amenazándolos con detonarlas para generar intimidación y alcanzar su cometido, siendo usual que disparen sus armas si son atacados en medio de su actividad o cuando se les impide huir del lugar con o sin el botín.

“Bajo este entendido y de acuerdo a las circunstancias concretas aquí examinadas, mal puede el Juez de primera instancia exigir que el indiciado se hubiera comunicado con la Policía antes de obrar en el sentido analizado como si fuera un deber inexorable, omitiendo la materialidad de la situación que se acaba de exponer, la cual resulta claramente apremiante y riesgosa, habida cuenta que el atraco fue realizado por cinco sujetos que portaban armas de fuego y una navaja, y que no se determinó que en la referida garita existiera un teléfono, un dispositivo de alarma silenciosa o que el procesado llevara teléfono celular.

“Entonces, los elementos probatorios y las reglas de la experiencia permiten precisar que si el procesado hubiera intervenido antes o durante el asalto, hubiera podido desencadenar una balacera de considerables dimensiones y funestas consecuencias, ya que los atracadores portaban varias armas de fuego y las apuntaban contra los presentes, mientras que las personas que atendían el negocio estaban desprovistas de armas y la pistola con que contaba el almacén se hallaba en la garita en la cual estaba el indiciado, quien, según lo que se desprende del investigativo, impidió que su presencia fuera detectada por los facinerosos.

“Igualmente, considera la Corporación que el disparo realizado por el indiciado en modo alguno se dirigía a impedir la huida de los agresores, máxime cuando según la experiencia común es en esos instantes cuando se aumenta el riesgo de un tiroteo, lo cual habría sido nefasto si se tiene en cuenta que los asaltantes superaban en potencialidad lesiva a quienes atendían el almacén y a los clientes, considerando que el número de miembros que componían la banda, la rápida y decidida actividad que desplegaron y las armas de fuego que llevaban, aunado a que vanamente MARCO ANDRÉS PINEDA GÓMEZ hubiera intentado frustrar la huida de los atracadores si se tiene en cuenta que tres de ellos salieron por el frente y no era posible alcanzarlos desde la garita que estaba encima de las cajas registradoras y de espaldas a esa puerta, en tanto que los otros dos pretendían egresar por la parte de atrás del establecimiento.

“Lo anterior se confirma, contrario a los señalamientos del a-quo, con base en las versiones ya indicadas y en los medios probatorios técnico-científicos recaudados, como se expone a continuación.

“A partir de las manifestaciones analizadas, el álbum de fotografías y el bosquejo topográfico del lugar de los hechos junto al protocolo de necropsia, se encuentra que el hoy occiso había acabado de desocupar una de las cajas registradoras, esgrimía una pistola cargada y apta para disparar, y se dirigía por el lado derecho hacia el fondo del almacén buscando una salida cuando recibió el disparo, de forma que el proyectil recorrió el interior de su cabeza de izquierda a derecha; de adelante hacia atrás; y de arriba hacia abajo. 

“Por tanto, si bien es cierto que VEGA TRIVIÑO estaba en principio de espaldas a la entrada del establecimiento que da a la calle, no menos cierto es que para que el proyectil efectuara dicha trayectoria, el hoy occiso debió virar la cabeza hacia el lado izquierdo junto a su cuerpo y elevarla sobre el eje horizontal, pues de lo contrario el impacto no se hubiera producido en la región supraciliar izquierda y no hubiera recorrido la región interna de la cabeza fracturando la fosa anterior izquierda, sino que posiblemente hubiera impactado la región posterior del cráneo. Razón por la cual no es admisible sostener que el obitado estuviera completamente de espaldas o con el rostro mirando perpendicularmente hacia el fondo del almacén al momento en que recibió el disparo.

(…)

“Entonces, resulta claro que VEGA TRIVIÑO había girado su cabeza hacia el lado izquierdo y había levantado la mirada hacia la parte superior antes de que fuera impactado por el proyectil disparado por la pistola usada por el indiciado PINEDA GÓMEZ desde la garita de seguridad, de forma que resulta plenamente real que la víctima percibió la presencia del procesado en ese lugar y apuntó contra aquél el arma de fuego que portaba.

“En estas condiciones, se halla demostrado que el indiciado MARCO ANDRÉS estaba frente a una agresión injusta y actual que no fue provocada por él mismo ni fue ejercida para repeler un ataque suyo, situación en medio de la cual su vida e integridad física corría serio e inminente peligro de vulneración, siendo el titular del bien jurídico que requería ser defendido en el mismo acto, habida cuanta que, según lo que se desprende de la indagación, no había hecho sentir su presencia con antelación en el interior de la garita, pues de lo contrario los atracadores lo habrían percibido y, sin duda alguna, lo habrían neutralizado de la misma forma que a los demás presentes, lo que en modo alguno significa que estuviera en posición de ventaja frente a su agresor, sino que al contrario permite sostener que la defensa que realizó de su derecho a la vida e integridad física fue realizada en condiciones de necesidad, actualidad y proporcionalidad, motivo por el cual la Colegiatura considera que el indiciado PINEDA GÓMEZ obró de manera justificada defendiendo legítimamente los referidos bienes jurídicos amparados por el ordenamiento jurídico, según lo normado en el numeral 6º del artículo 32 del CP y el numeral 2º del artículo 332 del CPP.”

  Relatoría/consulta/2010/Acusatorio/Autos

1.2. M. P.  CASTRO CABALLERO FERNANDO ALBERTO- Rad. 110016000049200808101-01 (25-02-10) PRUEBA TRASLADADA – Pertinencia, conducencia, utilidad y admisibilidad – MEDIOS DE PRUEBA RECABADOS EN OTRAS INDAGACIONES PENALES U OTRAS ACTUACIONES JUDICIALES O ADMINISTRATIVAS – Resulta pertinente su admisión cuando pretenden probar una circunstancia justificativa o exonerativa de responsabilidad.

“Entonces, es claro que los medios de convicción que se acaban de reseñar, versan sobre unos hechos estrechamente relacionados con la circunstancia justificativa o exoneratoria de responsabilidad que pretende demostrar la Defensa en la vista oral, la cual señala como “convicción íntima” de que el padre de los niños abusaba sexualmente de su menor hijo, y constituye un elemento subjetivo de innegable trascendencia para su teoría del caso en el debate público, siendo evidente que por tratarse de los medios de conocimiento para sustentar la posible activación de una causal de exculpación penal, sin duda alguna conciernen a un elemento esencial que compone y hace parte del objeto del juicio. 

“Bajo este entendido, encuentra la Corporación que los medios probatorios aquí indicados fueron debida y oportunamente sustentados por el abogado en lo que concierne a su pertinencia, conducencia y utilidad, aunado a que se orientan a demostrar una circunstancia subjetiva que presuntamente se generó en el interior de la señora RAMÍREZ JARAMILLO antes de que denunciara al padre de sus hijos, y antes de que la Fiscalía General de la Nación y el ICBF desplegaran sus actividades, y por su puesto también antes de que esta última entidad se manifestara al respecto ordenando la suspensión de las referidas visitas, lo cual es entendible y razonable que haya sido antes por cuanto es claro que estas instituciones para tomar determinaciones tan trascendentales deben previamente agotar algunos trámites y una investigación como desde luego debió ocurrir en este caso. Por eso, no es de extrañar que esa actuación de la acusada haya sido anterior a las actividades que hayan desplegado dichas instituciones en protección de los menores involucrados en esta causa.

(…)

“No obstante lo expuesto, debe la Sala advertir, como señala el  recurrente, que el debate planteado en el presente asunto no gira ni puede girar en torno de la materialidad o la responsabilidad penal por los delitos sexuales que presuntamente cometió el aquí denunciante contra uno de sus menores hijos o contra ambos, sino que únicamente versa sobre la conducta imputada a la procesada. 

(…)

“Así las cosas, los testimonios, experticios y documentación que se aporten a la presente actuación, a petición de la Defensa, no podrán ser practicados ni introducidos para determinar si el quejoso abusó o no sexualmente de sus hijos, sino que se limitarán a determinar y aclarar los hechos que conoció y motivaron a la acusada para que denunciara e impidiera al progenitor visitar y tener contacto con sus menores hijos, así como para que lo demandara posteriormente pretendiendo la privación o suspensión de la patria potestad.

“Por manera que, contrario a las alegaciones de la Fiscal Delegada y el Apoderado de las víctimas, estima la Sala que no fue acertado que el a-quo negara las pruebas mencionadas por impertinentes, por versar sobre un objeto ajeno al presente juzgamiento o constituir prueba trasladada, ya que como se dejó en claro conciernen a unos hechos propios de la materia investigada que llevaron a que la acusada realizara el presunto comportamiento delictivo por el que se le juzga, esto es, por impedir las visitas del padre a sus hijos que estaban bajo la custodia de la madre.”

Relatoría/consulta/2010/Acusatorio/Autos 

1.3. M. P.  CASTRO CABALLERO FERNANDO ALBERTO- Rad. ACCIÓN DE TUTELA 11001-2204-000-2010-00450-00 (10-03-10) CARRERA ADMINISTRATIVA DE LA FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN – Ius Variandi – Procedibilidad excepcional de la acción de tutela en caso de traslado

“Así, la Fiscalía General de la Nación es uno de las entidades que tiene a su cargo una planta “global y flexible” de servidores públicos, que para alcanzar el cumplimiento de los fines para los que fue creada puede ejercer el “Ius Variandi” con una discrecionalidad más amplia, trasladando a los funcionarios y empleados a su cargo, según lo indicó la Corte en el mencionado fallo  y en la sentencia C-1546 de 2000, cuidando que el traslado se efectúe:  1) a un cargo de igual categoría y con funciones afines; 2) previendo que no se generen consecuencias adversas a la salud del servidor, y 3) consultando los efectos que su reubicación pueda tener respecto del mismo, su familia o su entorno. De modo que la decisión de traslado se torna arbitraria sólo cuando no responde a razones del servicio o desconoce los derechos adquiridos y las condiciones laborales del servidor.

“Ahora bien, la máxima colegiatura constitucional reiteró su jurisprudencia y señaló en la sentencia T-264 de 2005, siendo ponente el H. M. Dr. Jaime Araújo Rentería, que la acción de tutela procede de forma excepcional en casos de traslado y sólo cuando se amenace gravemente la situación del trabajador o de su familia, porque dicho acto: 1) afecta necesariamente la salud del servidor público o de alguno de los miembros de su familia, y en el sitio de destino no existen condiciones que garanticen el cuidado médico requerido; 2) es intempestivo, arbitrario y escinde el núcleo familiar, siempre que no suponga una simple separación transitoria u originada en factores distintos al traslado o a situaciones superables; y 3) se demuestre que pone en serio peligro la vida o la integridad personal del servidor público o de su familia. 

“No obstante, indicó la Corte en el último fallo en cita que “las circunstancias concretas deben revestir particular gravedad, de manera tal que sea necesario el concurso del juez constitucional para conjurar un perjuicio irremediable”, considerando que “al ser mayor el grado de discrecionalidad para traslados en algunas instituciones, es más restringida la posibilidad de control del juez constitucional sobre los actos que dispongan la reubicación, pues ello será de acuerdo con la naturaleza de la entidad y el tipo de funciones que desarrolla ”. 

(…)

“Conforme con lo anterior, se encuentra plenamente acreditado en estas diligencias que la accionante INÉS MERCEDES MENDOZA MORA ingresó a la carrera de la Fiscalía el 20 de octubre de 1997, época para la cual, se desempeñaba en Bucaramanga y no en Cúcuta como Fiscal Delegada ante los Jueces Penales del Circuito, cargo en el que fue escalafonada.

“Por tanto, al ordenársele reasumir sus funciones como Fiscal Seccional en la ciudad de Cúcuta, implícitamente lo que hizo la Fiscalía fue trasladarla de esta capital donde se encuentra radicada junto con su familia, a una ciudad lejana donde nunca ha laborado y donde no tiene arraigo familiar ni social alguno, lo que evidentemente significa una desmejora de sus condiciones laborales, tal como se indicó al decretarse la medida provisional en el trámite de la presente acción, así como también una clara vulneración de sus derechos fundamentales invocados, máxime si se tiene en cuenta que la autoridad demandada no esgrimió ninguna razón para justificar tan abrupto cambio de sede territorial de esta funcionaria, desconociendo en ese sentido la doctrina constitucional antes citada, por lo que en tales circunstancias el traslado en cuestión debe ser estimado como un acto arbitrario o de mera autoridad, frente al cual resultaría viable conceder la tutela solicitada dándole carácter definitivo a la medida provisional decretada en la presente actuación.”

Relatoría/consulta/2010/Tutelas  
1.4. M. P.  CASTRO CABALLERO FERNANDO ALBERTO- Rad. ACCIÓN DE TUTELA 11001-2215-000-2010-00100-01 (18-02-10) DERECHO A OCUPAR CARGOS PÚBLICOS – Incluye el derecho a renunciar – PROCEDIBILIDAD DE LA ACCIÓN DE TUTELA PARA ORDENAR QUE SE ACEPTE UNA RENUNCIA – Solo puede ampararse el derecho cuando ha sido ejercido de manera adecuada – Improcedibilidad en caso de renuncia motivada

“Ahora bien, frente al tema de la renuncia que se debate, observa la Corporación que en la sentencia T-374 de 2001, con ponencia del H. M. Dr. Eduardo Montealegre Lynett, la Corte Constitucional precisó:

“... El derecho a ocupar cargos públicos supone el derecho a renunciar al cargo, pues constituye desarrollo de la libertad de la persona decidir si permanece o no en un cargo. En este orden de ideas, por principio la decisión sobre la permanencia en un cargo, o en un puesto de trabajo, no puede restringirse o impedirse.

Ahora bien, al ser la renuncia a un cargo público manifestación de la voluntad personal, es decir, una expresión del ejercicio de su libertad, el deber de respeto de la libertad exigible al Estado comporta la obligación de aceptar, dentro de un término razonable, la renuncia…”

(…)

“No obstante, encuentra la Corporación que mal se haría en predicar que la actora ejerció el derecho fundamental a escoger libremente el oficio o profesión entendido bajo la modalidad de elección y renuncia a un empleo de naturaleza pública, ya que con ello se desconocerían sus propias manifestaciones, de las que se desprende que el motivo por el cual presentó la dimisión al cargo que ocupa en la Superintendencia de Puertos y Transportes no eran los quebrantos de salud física y psicológica que alega padecer, sino la agresión, la persecución y la coacción laboral que dice haber sufrido de parte de la accionada. 

“De modo que no es posible afirmar que la quejosa haya ejercido libremente su derecho a renunciar al cargo público que ostenta, porque lo que ella misma sostiene es que las circunstancias que la condujeron a ello se sintetizan en la presión que ha realizado la Superintendente demandada, de donde se desprende que la voluntad de la actora estaba dirigida a soslayar la fuerza padecida, pero no a desligarse del empleo, habida cuenta que las dolencias o el estrés diario que dice sufrir no los refiere derivados de su desempeño o carga laboral como tal, sino del maltrato recibido de parte de la accionada. 

“Así las cosas, las aseveraciones de la quejosa, a pesar de no constituir por sí mismas prueba de la coacción o la persecución laboral de la que manifiesta ha sido víctima, como lo deduce la parte accionada a partir de la sentencia emitida el 23 de enero de 2003 por el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección A, siendo ponente la H. C. Dra. Ana Margarita Olaya Forero, en el consecutivo 25000-23-25-000-2000-1405-01 (5182-01), la cual cita en la contestación, impiden a la Colegiatura sostener una vez terminado este diligenciamiento sumarial que su consentimiento para dimitir del cargo esté exento del vicio de la fuerza. 

“De allí que sería contrario al ordenamiento jurídico que el Tribunal amparare un derecho fundamental cuando no ha sido ejercido por su titular en las condiciones adecuadas que reclama su propio núcleo esencial, el cual radica en la libertad, ya que en esas circunstancias no es admisible entender que la prerrogativa inalienable haya sido desarrollada correctamente y que la oposición, negación o dilación en la respuesta de la parte que está obligada a atenderla constituya un desconocimiento de su cabal ejercicio, ya que, se insiste, el derecho no fue ejercido satisfactoriamente. Entonces, tampoco es admisible ordenar a la parte demandada que acepte la renuncia motivada por la actora en semejantes términos, cuando no se ha esclarecido que efectivamente dimitió libremente y sin presiones.

“A más de lo anterior, cabe resaltar que la funcionaria demandada es una servidora pública que según lo normado en el artículo 2º de la Carta Magna ha de velar porque las prerrogativas fundamentales de la accionante sean respetadas y salvaguardadas, de modo que es justificado y razonable que adelante una investigación dentro del término legal de 30 días o durante un tiempo prudencialmente inferior, para determinar si efectivamente la quejosa renunció al cargo que ocupa de manera libre y espontánea, de acuerdo a la normatividad y los derroteros jurisprudenciales aquí citados, puesto que de lo contrario no podría acceder al pedimento de la quejosa, so pena de incurrir en la violación del ordenamiento jurídico vigente y hacerse acreedora de las sanciones imponibles en estos eventos, habida cuenta que la Superintendente demandada ha de prevenir la emisión de actos administrativos que puedan estar viciados de nulidad porque con ellos podría crear nuevas situaciones administrativas.

(…)

“No obstante lo anterior, cabe advertir que distinta sería la situación actual de la quejosa si desde el primer momento hubiera presentado la renuncia irrevocable de forma simple y llana, esto es, sin motivación alguna, circunstancia que hubiera llevado a que la parte accionada se pronunciara en un lapso inferior al que ahora requiere para adoptar la decisión pertinente en razón a las manifestaciones consignadas por la dimitente.”

Relatoría/consulta/2010/Tutelas 

JAVIER ARMANDO FLETSCHER PLAZAS  
   HERMENS DARIO LARA ACUÑA       


           Presidente  



   Vicepresidente
                        

NOHORA LINDA ANGULO GARCÍA

 




    Relatora

� “Por medio del cual se compilan las disposiciones contenidas en los Decretos Distritales � HYPERLINK "http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=3769" \l "0" �619� de 2000 y � HYPERLINK "http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=10998" \l "0" �469� de 2003”.


� “Por el cual se adopta el Plan de Ordenamiento Territorial para Santa Fe de Bogotá, Distrito Capital”.


� “Por el cual se revisa el Plan de Ordenamiento Territorial de Bogotá D.C.”.


� El contenido de esta norma es el mismo del artículo 184 del Decreto 619 de 2000, citado.


� Cfr., sobre este punto, el concepto 69 de 15 de agosto de 2008 de la Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Bogotá, D.C., disponible en internet: � HYPERLINK "http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=33065#0" �http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=33065#0�, consultada el 1º de marzo de 2010.


� Sobre la constitucionalidad del artículo 4 de la Ley 169 de 1896, que fue declarada exequible por la Corte Constitucional, mediante sentencia C-836 de 9 de agosto de 2001, M. P.: Dr. Rodrigo Escobar Gil, ésta fue condicionada, “(…) siempre y cuando se entienda que la Corte Suprema de Justicia, como juez de casación, y los demás jueces que conforman la jurisdicción ordinaria, al apartarse de la doctrina probable dictada por aquella, están obligados a exponer clara y razonadamente los fundamentos jurídicos que justifican su decisión, en los términos de los numerales 14 a 24 de la presente sentencia”.


Cfr., C. Const., sent. C-820, 4-10-2006, M. P.: Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra.


� C. Const., sent. C-765, 6-09-2006, M. P.: Dr. Jaime Araújo Rentería, párrafo 9 de las consideraciones.


En el mismo sentido, sent. C-1152, 26-11-2008, M. P.: Dr. Humberto Antonio Sierra Porto, numeral 2º de las consideraciones de la Corte, a propósito de las objeciones presidenciales al proyecto de ley número 066 de 2006 Senado, 225 de 2008 Cámara, “Por la cual se adiciona la Ley 361 de 1997”, que fueron declaradas infundadas y que finalmente se convirtió en la Ley 1287 de 3 de marzo de 2009.


� A modo de ejemplo, cita la Corte Constitucional en la sentencia C-765 de 2006: “…i) Declaración de los Derechos de las Personas con Limitación, aprobada por la Resolución 3447 de la Organización de las Naciones Unidas, el 9 de diciembre de 1975; ii) Programa de Acción Mundial para las Personas con Discapacidad, contenido en las Resoluciones de la Organización de Naciones Unidas 3752 de 3 de diciembre de 1982 y 3828 del 22 de noviembre de 1983; iii) Normas Uniformes sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, contenidas en Resolución Aprobada por la Asamblea General de la Organización de Naciones Unidas, el 20 de diciembre de 1993; iv) Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, suscrita el 7 de Junio de 1999 en la ciudad de Guatemala, de la cual hace parte el Estado colombiano, aprobada en Colombia por la Ley 762 de 2002 y declarada exequible mediante la Sentencia C-401 de 2003…” (párrafo 11 de las consideraciones).


� C. S. J., Sala Civil, auto de 23-08-1983, M. P.: Dr. Alberto Ospina Botero. G. J., tomo CLXXII, No. 2411, pp. 157 a 160.


� LÓPEZ Blanco, Hernán Fabio,  “Procedimiento Civil”, tomo I, “Parte general”, Bogotá, D.C., Dupré Editores, 2009, 10ª ed., pág. 3.


� Doctrinantes como el profesor Hernando Morales Molina, tras anotar que la norma citada tiene por fin “evitar un debate probatorio que puede ser inútil en virtud de la reforma”, afirman que “... si se proponen excepciones previas y no hubiere pruebas en dicho incidente, la reforma puede hacerse hasta que éste entre al despacho para fallo; pues sólo cuando no se alegan aquellas el término se extiende hasta la notificación del auto que fije el término para practicar pruebas en el proceso” (se subraya). MORALEZ Molina, Hernando,  “Curso de derecho procesal civil. Parte general”, Bogotá, ABC, 1978, 7ª ed., pág. 312, § 361.


� Cfr.,Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, disponible en � HYPERLINK "http://buscon.rae.es/draeI/SrvltConsulta?TIPO_BUS=3&LEMA=resolver" ��http://buscon.rae.es/draeI/SrvltConsulta?TIPO_BUS=3&LEMA=resolver�, � HYPERLINK "http://buscon.rae.es/draeI/SrvltConsulta?TIPO_BUS=3&LEMA=notificar" ��http://buscon.rae.es/draeI/SrvltConsulta?TIPO_BUS=3&LEMA=notificar�, consultado el 19 de abril de 2010.


� Cfr., en virtud de la designación a este propósito por parte de la Superintendencia de Sociedades, mediante auto # 411-11731 de 31 de julio de 2000, según consta en el certificado de existencia y representación legal de esta demandada, aportado al libelo genitor (fls. 3 a 5, C. 1-1).


� El tenor de la norma citada era: “Las acciones contra el liquidador caducarán en un término de cinco años, contado a partir de la cesación de sus funciones y se promoverán ante Injusticia [sic] ordinaria de conformidad con las disposiciones legales vigentes”.


� El inciso 1º del artículo 1º de la Ley 1107 de 2006 prevé: “Objeto de la jurisdicción de lo contencioso administrativo. La jurisdicción de lo contencioso administrativo está instituida para juzgar las controversias y litigios originados en la actividad de las entidades públicas incluidas las sociedades de economía mixta con capital público superior al 50% y de las personas privadas que desempeñen funciones propias de los distintos órganos del Estado. Se ejerce por el Consejo de Estado, los tribunales administrativos y los juzgados administrativos de conformidad con la Constitución y la ley (...)”


� Ver � HYPERLINK "http://winaricaurte.imprenta.gov.co:7778/diariop/diario2.nivel_3" �http://winaricaurte.imprenta.gov.co:7778/diariop/diario2.nivel_3�, consultada el 19 de abril de 2010.


� Establece la regla en cita: “artículo 53. Se exceptúan de lo dispuesto en el artículo anterior [se refiere al artículo 52 de la Ley 4 de 1913, según el cual, la vigencia de las leyes comienza dos meses después de su promulgación] los casos siguientes:


1. Cuando la ley fije el día en que deba principiar a regir, o autorice al Gobierno para fijarlo, en cuyo caso principiará a regir la ley el día señalado. (Se enfatiza con subrayado, aclaración entre corchetes fuera del original).” Esto, en armonía con este criterio, el original artículo 11 del Código Civil.


� El siguiente es el texto de la norma citada: “salvo lo que se indica en los incisos anteriores, la presente ley comenzará a regir seis (6) meses después de su promulgación y deroga el Título II de la Ley � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/1995/ley_0222_1995_pr002.html" \l "89" \t "_blank" �222� de 1995, la cual estará vigente hasta la fecha en que entre a regir la presente ley”.


� Cfr., en el mismo sentido normativo, el artículo 699 del C. de P. C.


� Corte Suprema de Justicia, Sala Laboral, sentencia del 27 de enero de 1995, rad. 7109, M.P. JORGE IVAN PALACIO PALACIO.
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